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Feminicidio

Introducción

Si bien no existe una definición aceptada del concepto 
de feminicidio,1 dado que su contenido varía según el 
enfoque desde el cual se le examina o de la disciplina 
que se aborda, en el Modelo de Protocolo Latinoameri-
cano de Investigación de las Muertes Violentas de Mu-
jeres por Razones de Género elaborado por la Organi-
zación de las Naciones Unidas (onu) se le define como:

La muerte violenta de mujeres por razones de género, ya 
sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad domés-
tica o en cualquier otra relación interpersonal, en la 

1 En la década de los setenta, la expresión “femicidio” (femicide, en in-
glés) fue acuñada por Diana Russell como alternativa al término neutro de “ho-
micidio”, con el fin político de reconocer y visibilizar la discriminación, la 
opresión, la desigualdad y la violencia sistemática contra la mujer que, en su 
forma más extrema, culmina en la muerte y se aplica a todas las formas de 
asesinato sexista, es decir, “los asesinatos realizados por varones motivados por 
un sentido de tener derecho a ello o superioridad sobre las mujeres, por placer 
o deseos sádicos hacia ellas, o por la suposición de propiedad sobre las muje-
res”. En América Latina, la expresión “femicidio” ha sido definida de diferen-
tes formas como: “el asesinato misógino de mujeres por los hombres”; “el ase-
sinato masivo de mujeres cometido por hombres desde su superioridad de 
grupo”, o “la forma extrema de violencia de género, entendida como la violen-
cia ejercida por hombres contra las mujeres en su deseo de obtener poder, do-
minación y control”. Sin embargo, todas se refieren a la opresión de las mujeres 
por los sistemas patriarcales. En México, Marcela Lagarde utilizó el término 
“feminicidio”, definiéndolo como el acto de matar a una mujer sólo por el hecho 
de su pertenencia al sexo femenino, pero confirió a ese concepto un significado 
político con el propósito de denunciar la falta de respuesta del Estado en esos 
casos y el incumplimiento de sus obligaciones internacionales de garantía, in-
cluso el deber de investigar y de sancionar. Considera que el feminicidio es un 
crimen de Estado que abarca el conjunto de hechos que caracterizan los críme-
nes y las desapariciones de niñas y mujeres en casos en que la respuesta de las 
autoridades sea la omisión, la inercia, el silencio o la inactividad para prevenir 
y erradicar esos delitos.
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y sus agentes, por acción u omisión. 

En la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se 
define la violencia feminicida como:

La forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de 
sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de 
conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culmi-
nar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.2

Independientemente de la terminología que se adopte —feminicidio o femicidio—, 
las acciones de violencia contra las mujeres presentan características comunes: están 
fundadas en una cultura de violencia y discriminación basada en el género, hondamente 
enraizada en conceptos que presuponen la inferioridad y subordinación de las mujeres. 
No se trata de casos de violencia aislados o esporádicos, sino de una situación estructu-
ral y de un fenómeno social y cultural con profundas raíces en las costumbres y actitudes. 
Por ello el uso de esos términos permite visibilizar la expresión extrema de violencia 
resultante de la posición de subordinación, marginalidad y riesgo en el cual se encuentran 
las mujeres, que refleja una cultura de odio y discriminación hacia ellas.

Así, se puede afirmar que el origen de la violencia contra las mujeres se encuentra 
en la discriminación de que han sido objeto a través de la historia de la humanidad y 
en casi todos los confines de la tierra, en donde se ha sostenido una actitud de menos-
precio hacia ellas, manteniendo la idea de que las mujeres son inferiores respecto de 
los hombres; intelectual, moral y biológicamente. 

Este pensamiento misógino que parte de la preeminencia y superioridad del varón y 
el desprecio a la mujer está íntimamente ligada a una conformación estructural patriarcal 
de la sociedad. Desde esa perspectiva se ha intentado identificar una posible relación 
entre esa estructura misógina de la sociedad en la que a las mujeres se le considera in-
feriores, con la violencia que en los grupos sociales se ejerce contra ellas para mantener-
las en los espacios privados que tradicionalmente han estado dispuestos para ellas.3 

Por ello, los distintos movimientos de mujeres que a través del tiempo se han ve-
nido dando en el ámbito mundial, han luchado por desarraigar en las sociedades todos 
esos mitos en los que la sociedad patriarcal basó sus planteamientos acerca de esa 
supuesta inferioridad de las mujeres, y que en buena medida han servido para justifi-
car las actitudes violentas contra ellas.

Así, en el pasado fueron excluidas o sancionadas socialmente las mujeres que se 
atrevieran a contravenir con sus acciones el estereotipo fundado en las características 
atribuidas al sexo débil, particularmente aquellas relacionadas con su naturaleza vul-

2 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, artículo 21º.
3 Véase Esperanza Bosch Fiol, “La violencia de género como fenómeno social”, en La violencia de género. Algunas 

cuestiones básicas, España, Ed. Formación Alcalá, 2007, pp. 19 y ss.
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onerable y necesitada de protección, y sobre todo con las características propias del 

destino principal que las sociedades atribuyen a la mujer: el de la procreación. 
La historia da cuenta de mujeres violentadas por considerárseles la fuente de todas 

las desgracias y sufrimientos humanos; baste recordar las víctimas de la Inquisición 
por atribuírseles la calidad de brujas. Por citar otro ejemplo; la explicación de la dife-
rente conformación cerebral femenina para favorecer el desarrollo de la afectividad 
sobre las cualidades racionales continúa vigente aun en nuestros días, para favorecer 
la discriminación hacia las mujeres.

Estos mitos acerca de la supuesta inferioridad de la mujer tan hondamente arrai-
gados en las sociedades, han favorecido, a través del tiempo y de la geografía, la sub-
ordinación femenina y por tanto, la pervivencia de las actitudes violentas de control 
contra las mujeres.

El Derecho ha constituido una sólida estructura de dominación masculina, y des-
de esa perspectiva se le puede considerar como una institución que ha permitido re-
producir las estructuras sociales en las que las mujeres han estado sujetas a una ex-
clusión sistemática de la organización política confinándolas a los espacios privados.

De esta manera se conformó, apoyado por la norma jurídica, el estereotipo de la 
mujer como un ser inferior, sumiso, dependiente del varón y sin una identidad genérica 
propia, cumpliendo un papel social secundario y limitado al ámbito doméstico,4 dedica-
do por completo a cumplir con su fin último y responsabilidad más importante: la mater-
nidad. En ese sentido, el Derecho ha sido una pieza fundamental para mantener y repro-
ducir un sistema que ha mantenido los mecanismos de subordinación femenina.

Por ello los movimientos de mujeres que en el ámbito mundial se han venido dan-
do, a partir de nacimiento del feminismo original, han luchado por la igualdad material 
y no sólo por la igualdad formal a través de una reformulación global de los derechos 
de las mujeres desde una perspectiva de género. Esto bajo el argumento de que, si bien 
el reconocimiento de los derechos humanos comprende tanto a hombres como a muje-
res, lo cierto es que al aplicarse las normas que formalmente igualan a ambos, invisi-
bilizan las especificidades de las mujeres.

Panorama internacional

El artículo primero de la Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada 
por la onu el 10 de diciembre de 1948 reconoce que todos los seres humanos nacen 
libres, iguales en dignidad y derechos. Sin embargo, ésta ha sido una verdad a medias, 
ya que si bien ante la ley todos los seres humanos son formalmente iguales, la igualdad 
no es algo dado sino que es una construcción social elaborada convencionalmente. 

4 Se ha señalado que el Derecho ha estado ausente de la esfera doméstica y que ello ha contribuido a consolidar la 
subordinación femenina. A este respecto, véase Frances Olsen, “El sexo del Derecho”, en Identidad femenina y discurso ju-
rídico, Buenos Aires, Ed. Biblos, 2000, pp. 25-43.
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internacionales reconocieron que las mujeres son objeto de múltiples formas de discri-
minación, violatorias de los principios de igualdad de derechos y respeto a la dignidad 
humana. Por ello la onu adoptó, en diciembre de 1979, la Convención sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (Cedaw, por sus siglas 
en inglés). A partir de entonces, paulatinamente se fue entendiendo el fenómeno de la 
violencia contra la mujer como una forma extrema de discriminación que atenta contra 
sus derechos humanos, y que constituye un serio obstáculo para su desarrollo. 

En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, la 
onu aprobó la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia de Género contra la 
Mujer, en la que se puntualizó que la violencia y todas las formas de acoso y explotación 
sexuales, en particular las derivadas de prejuicios culturales y de la trata internacional 
de personas, son incompatibles con la dignidad y la valía de la persona humana y 
deben ser eliminadas. Esto, se señala, puede lograrse con medidas legislativas y con 
actividades nacionales y de cooperación internacional en esferas tales como el de-
sarrollo económico y social, la educación, la atención a la maternidad, a la salud y el 
apoyo social. 

Se dijo entonces que la cuestión de los derechos humanos de la mujer debería 
formar parte integrante de las actividades de derechos humanos de las Naciones Uni-
das, en particular la promoción de todos los instrumentos de derechos humanos rela-
cionados con la mujer, instando a los gobiernos, a las instituciones intergubernamen-
tales y a las organizaciones no gubernamentales a intensificar sus esfuerzos en favor 
de la protección y promoción de los derechos humanos de la mujer y de la niña.

En el ámbito regional latinoamericano, el documento más representativo de la 
lucha contra la violencia es la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, también conocida como Convención de 
Belém do Pará.5 En ésta se entiende por violencia contra la mujer, cualquier acción 
o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento sexual o 
psicológico, a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado, aun la que 
tenga lugar dentro de la familia. A partir de esta Convención se reconoció que el 
ámbito familiar, debiendo ser el más protector para sus miembros, resulta ser, en 
muchos casos, el más peligroso.

En este instrumento internacional se establece el derecho de la mujer a ser valo-
rada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas socia-
les y culturales basadas en conceptos de inferioridad y subordinación.6 Para lograr lo 
anterior, señala a los Estados firmantes obligaciones concretas, tales como la adopción 
de medidas específicas, legislativas, administrativas y programáticas, cuyo objetivo sea 
el fomento del conocimiento y la observancia de esos derechos. Asimismo, se incluyen 
de manera explícita medidas cuyos propósitos tiendan a modificar aquellos patrones 

5 La Convención de Belém do Pará fue adoptada por la Organización de Estados Americanos el 9 de junio de 1994, 
ratificada por México en noviembre de 1998 y publicada en el Diario Oficial de la Federación del 19 de enero de 1999.

6 Convención de Belém do Pará, artículos 3º y 6º.
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osocioculturales estereotipados que permitan contrarrestar prejuicios y costumbres ba-

sadas en la premisa de inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros.
La Convención establece un aspecto de protección muy importante al facultar a 

cualquier persona, grupo de personas o entidades no gubernamentales, para que pre-
senten denuncias o quejas por violación de derechos ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, por el incumplimiento de alguno de los deberes que la propia 
Convención establece a los Estados Parte. Esto permitió que en el sistema interameri-
cano se conociera el clima de violencia contra las mujeres que privaba en el país, 
particularmente en el estado de Chihuahua.

Panorama nacional

Ciudad Juárez, Chihuahua, a partir de 1993, se convirtió en el foco de atención de la 
comunidad nacional e internacional cuando los medios de comunicación empezaron a 
dar cuenta sobre la desaparición de niñas y mujeres, y posteriormente de los hallazgos 
de cuerpos con signos evidentes de tortura y vejaciones sexuales. El número preciso de 
víctimas hasta entonces era desconocido; hasta principios de 2003 algunos organismos 
calculaban 281 casos,7 otros 3008 y algunos las llegaron a estimar en mil.9 

Así, durante más de una década, Ciudad Juárez estuvo bajo el escrutinio nacional 
e internacional debido a los casos de mujeres asesinadas y desaparecidas en esta ciu-
dad, donde se destacó la gran impunidad del aparato de justicia. México acumuló un 
total de 140 recomendaciones internacionales en el periodo de 2000-2006, sólo en el 
tema de derechos de las mujeres, y de éstas, 63 estuvieron dirigidas a que se atendie-
ran esos feminicidios, en su mayoría en los aspectos de procuración y administración 
de justicia. Con ello se puso en evidencia que las acciones emprendidas por los gobier-
nos hasta entonces habían sido insuficientes, lo cual que se vio reflejado en el cúmulo 
de casos de feminicidio por los cuales México había recibido tal cantidad de recomenda-
ciones internacionales en el tema de violación de los derechos de las mujeres.

Caso “Campo algodonero. González Banda vs. México”

En ese contexto de violencia contra las mujeres que privaba en Ciudad Juárez, se dan los 
casos que motivaron el llamado “Caso Algodonero”, que fue resuelto por la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos. La mayoría de las mujeres asesinadas o desaparecidas 
tenían características comunes: procedían de otros estados de la República, todas ellas 
de escasos recursos económicos; trabajadoras en su mayoría de la industria maquiladora, 
en empresas pequeñas o realizaban trabajos domésticos; algunas otras eran amas de casa 

7 Véase http://www.geocities.com/pornuestrashijas/.
8 Véase http://www.cimacnoticias.com/noticias/03mar/03031011.html. 
9 Véase http://www.cimacnoticias.com/noticias/03mar/03031011.html.
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parte de los asesinatos cometidos antes de 2004, no fueron identificados.
El 21 de septiembre de 2001, después de acudir al bachillerato y trabajar en un 

restaurante, Laura Berenice Ramos Monárrez, de 17 años, no regresó a su domicilio. 
El 10 de octubre del mismo año, Claudia Ivette González, de 20 años de edad, fue 
vista por última vez al salir de la maquiladora lear, a la que no le permitieron entrar 
a trabajar por llegar dos minutos tarde. El 29 del mismo mes, Esmeralda Herrera Mon-
real, de 14 años, desapareció cuando regresaba a su vivienda después de trabajar como 
empleada del hogar en una casa de Ciudad Juárez. Al reportar las madres la desapari-
ción de sus hijas a las autoridades locales, éstas sólo realizaron las actuaciones forma-
les sin emprender su búsqueda con la debida diligencia como hubiese sido su obliga-
ción, manteniendo las y los funcionarios una actitud indiferente muy frecuente en este 
tipo de asuntos. 

Al siguiente mes (noviembre de 2001), fueron encontrados 8 cuerpos en un campo 
algodonero de la misma ciudad con signos evidentes de violencia sexual. Tres de los 
restos encontrados correspondían a Laura Berenice, Claudia y Esmeralda. Ante la 
inactividad e ineficiencia de las autoridades y con apoyo de organizaciones de la so-
ciedad civil, las madres de las tres víctimas presentaron el caso ante la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos (cidh).11 

Tras analizar los hechos planteados, el 4 de diciembre de 2007 la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos decide demandar ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte idh) al Estado mexicano por violaciones a los derechos 
humanos de las tres víctimas y sus familiares. La cidh, al presentar su demanda, esta-
bleció los hechos que serían la base de la controversia en el juicio, para sustentar las 
violaciones a derechos humanos: a) el contexto de violencia contra las mujeres preva-
leciente en Ciudad Juárez; b) los hechos de desaparición de las tres víctimas, y c) la 
calidad de las investigaciones que se iniciaron a partir de la denuncia de desaparición 
de las jóvenes hasta la fecha de su denuncia ante la propia Corte idh.

La Corte idh, en una sentencia paradigmática que habría de abrir nuevas rutas en 
contra de la violencia y discriminación de las mujeres, responsabiliza al Estado 
mexicano por la falta de medidas de protección a las víctimas, dos de las cuales eran 
menores de edad; la falta de prevención de estos crímenes, pese al pleno conoci-
miento de la existencia de un patrón de violencia de género que había dejado 
centenares de mujeres y niñas asesinadas; la falta de respuesta de las autoridades 

10 Véase http://www.geocities.com/pornuestrashijas/ y http://www.subneo.net/prensa/extra/txt0009.html.
11 La representación del caso estuvo a cargo de cuatro instancias ciudadanas: dos de ellas redes, la Red Ciudadana de 

No Violencia y Dignidad Humana de Ciudad Juárez —que se creó a partir de los hechos de campo algodonero— y el Comi-
té de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem), y dos organizaciones civiles: el 
Centro para el Desarrollo Integral de la Mujer (Cedimac) y la Asociación Nacional de Abogados Democráticos (anad). Dos 
de estas instancias son locales, una nacional y otra regional. La suma de estas organizaciones se dio de manera paulatina a 
lo largo de los cuatro primeros años del proceso ante el sistema interamericano, con distintos recursos y capacidades. La 
coordinación jurídica estuvo a cargo de la anad, representada por la abogada Karla Micheel Salas Ramírez.
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ofrente a la desaparición; la falta de debida diligencia en la investigación de los asesi-

natos, así como la denegación de justicia y la falta de reparación adecuada. 
La sentencia de la Corte idh es en sí misma un ejemplo de lo que significa juzgar 

con perspectiva de género cuando afirma que la creación y el uso de estereotipos se 
convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de género en contra de 
la mujer y para analizar el cumplimiento del deber del Estado a no discriminar. 

Define el estereotipo de género como una preconcepción de atributos o caracterís-
ticas poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres 
respectivamente e identifica, en el caso del “Campo algodonero” los prejuicios de 
género que motivaron la actuación de los funcionarios relacionados con el caso en los 
siguientes términos: 

•	 Minimizaban el problema;
•	 Llegaron a culpar a las propias víctimas de su suerte, fuera por su forma de vestir, por 
el lugar en que trabajaban, por su conducta, por andar solas o por falta de cuidado de sus 
padres;
•	 Justificaban la no intervención basándose en la presunta moralidad de las víctimas o en 
su poco peso social, “son prostitutas” o “sólo” son muchachas corrientes, y 
•	 Las autoridades carecían de interés y vocación por atender y remediar una problemáti-
ca social grave, en un claro menosprecio sexista. 

Así, en la sentencia se señala que el Estado mexicano:

1. Violó los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos en la 
Convención Americana, en relación con la obligación general de garantía;
2. Incumplió con su deber de investigar —y con ello su deber de garantizar— los derechos 
a la vida, la integridad personal y la libertad personal, consagrados en la Convención 
Americana;
3. Violó el deber de no discriminación contenido en la Convención Americana.
4. Asimismo, violó los derechos del niño consagrados en el artículo 19 de la Convención 
Americana, en perjuicio de las niñas Esmeralda Herrera Monreal (14) y Laura Berenice 
Ramos Monárrez (17).
5. Y finalmente, el Estado violó el derecho a la integridad personal, consagrado por la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, por los actos de hostigamiento que, por 
parte de las autoridades, sufrieron los familiares más cercanos de las víctimas.

Panorama legislativo nacional 

En cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por el Estado mexi-
cano y reconociendo la gravedad de la violencia contra las mujeres en el país, en 
febrero de 2007 se promulgó la norma más importante en esta materia: La Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la cual tuvo 
como antecedentes la Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Intrafamiliar 
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 V del Distrito Federal (9 de julio de 1996); las leyes ad hoc en las entidades fede-

rativas; las reformas a los ordenamientos civiles y penales de las entidades fe-
derativas para introducir el concepto de “violencia familiar”; la Norma Oficial 
Mexicana nom-190-ssa1-1999 “Prestación de servicios de salud. Criterios para 
la atención médica de la violencia intrafamiliar” (8 de marzo de 2000); la propia 
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (2 de agosto de 2006), así 
como la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de 
Chihuahua (24 de enero de 2007).

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, contiene 
los principios, las definiciones concretas, las normas programáticas, así como las formas 
y métodos de coordinación interinstitucional que supone la eficiencia de la norma, y 
entre sus objetivos está dar cumplimiento a las obligaciones internacionales asumidas 
por México para proteger a las mujeres de la violencia. 

Otro objeto de la Ley, es:

La coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los 
municipios para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres; así como 
establecer y definir principios y modalidades para garantizar a las mujeres el acceso a una 
vida libre de violencia a efecto de favorecer su desarrollo y bienestar conforme a los prin-
cipios de igualdad y de no discriminación, garantizando la democracia, el desarrollo inte-
gral y sustentable que fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos en el 
artículo primero de la Constitución Política delos Estados Unidos Mexicanos.12

Aspecto fundamental en la Ley es la introducción de los principios que rigen en 
la materia, como son los de igualdad jurídica entre la mujer y el hombre, el respeto 
a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación, así como la libertad de 
las mujeres.

De acuerdo con esta Ley, las entidades federativas, el Distrito Federal, ahora Ciu-
dad de México, y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, están 
obligados a expedir las normas legales y tomar medidas presupuestales y administra-
tivas para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de con-
formidad con los tratados internacionales en materia de derechos humanos de las 
mujeres, ratificados por el Estado mexicano.13

Un aspecto fundamental de esta Ley es la tipología de las formas de violencia 
contra las mujeres y los ámbitos en que se ejerce al reconocer la existencia de violen-
cia psicológica, física, patrimonial, económica y sexual, además de dejar abiertas las 
formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o 
libertad de las mujeres,14 las cuales pueden ser ejercidas tanto en el ámbito privado 
como en el público, es decir, en la familia, el empleo, la escuela, la propia comunidad 

12 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
pdf/LGAMVLV_171215.pdf.

13 Ley General de Acceso…, artículo 2º.
14 Ley General de Acceso…, artículo 6º.
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la mujer que es el feminicidio.
En este sentido, el texto normativo reconoce la violencia contra las mujeres como 

un problema estructural que debe ser atacado y erradicado; de la misma forma intro-
duce un elemento que posibilita la emisión de la alerta de violencia de género, es decir, 
la obligación de realizar un conjunto de acciones gubernamentales de emergencia para 
enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un territorio determinado, ya sea la 
ejercida por individuos o por la propia comunidad.15 La alerta tiene como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres y el cese de la violencia en su 
contra, así como eliminar las desigualdades producidas por una legislación que agravia 
sus derechos humanos.

Esta Ley es la primera en establecer las órdenes de protección tendentes a proteger 
a las mujeres en procesos de separación de sus violentadores, aspecto fundamental en 
la protección y empoderamiento de éstas. 

En el mismo sentido, el Código Penal Federal reformado en 2012, tipifica el femi-
nicidio como un delito autónomo y señala en su artículo 325 que:

Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. 
Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: 
I.	 La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 
II.	A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, 
previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 
III.	 Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, la-
boral o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima; 
IV.	Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de con-
fianza; 
V.	 Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuo-
so, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 
VI.	 La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación 
de la vida; 
VII.	El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. 
A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de 
prisión y de quinientos a mil días multa. 
Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos 
los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. En caso de que 
no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procura-
ción o administración de justicia se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de 
quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e inhabilitado de tres a diez 
años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

15 Ley General de Acceso…, artículo 22.
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 V En la actualidad, 31 códigos penales estatales, salvo Chihuahua, han tipificado el 

delito de feminicidio; sin embargo, las definiciones no son homogéneas.

Situación actual

A pesar de toda la normatividad nacional e internacional, la violencia contra las mu-
jeres sigue cobrando víctimas en todo el territorio nacional y los feminicidios en los 
últimos años han alcanzado proporciones alarmantes; las cifras demuestran que el 
feminicidio, como la expresión máxima de violencia, es un fenómeno dolorosamente 
vigente ya no solamente en el estado de Chihuahua, sino ahora en la mayoría de los 
estados de la República, ante la inactividad e indiferencia de las autoridades respon-
sables de proteger a las mujeres. 

Las cifras que reportan el fenómeno de la violencia contra las mujeres así lo de-
muestran. En el resumen ejecutivo del documento “La violencia feminicida en México, 
aproximaciones y tendencias 1985-2014”, elaborado por onu Mujeres, la Secretaría 
de Gobernación y el Instituto Nacional de las Mujeres (INMujeres) se da cuenta de que 
si bien hubo retroceso en algunos estados de la República respecto del número de 
defunciones femeninas con presunción de homicidio, en 2014 ocurrieron 2,289 defun-
ciones, es decir un promedio de 6.3 por día, lo que representa una tasa de 3.7 muertes 
por cada 100,000 mujeres. En 2013 el mismo estudio refiere que la ocurrencia de 
defunciones fue de 2,594, lo que representa un promedio de siete defunciones al día, 
es decir, una tasa de 4.3 por cada 100,000.16

Según el Observatorio Ciudadano del Feminicidio, en el Estado de México de 2005 
a 2013 unas 1,767 mujeres fueron asesinadas, y otras 1,500 desaparecieron, muchas 
de ellas adolescentes de entre 15 y 17 años. Así mismo señala que a pesar de la falta de 
registros sobre la situación de los homicidios dolosos y feminicidios cometidos en 
México durante 2012 y 2013, se estima que en este periodo fueron asesinadas 3,892 
mujeres en los 31 estados del país y la Ciudad de México. De estos casos solamente el 
15.75 por ciento, es decir 613, fueron investigados como feminicidios.

De acuerdo con la información proporcionada al Observatorio Ciudadano por las 
Procuradurías de Justicia de los estados, las características que se conocen sobre los 
613 casos investigados como feminicidios son las siguientes:

•	 El 25.12 por ciento de los casos fueron consignados, mientras que 24 por ciento estaban 
en investigación. Solamente al 1.6 por ciento de los casos les fue dictada una sentencia.
•	 El 46 por ciento de las mujeres asesinadas murieron por actos crueles que implican el 
uso excesivo de la fuerza física como son golpes, heridas punzocortantes, quemaduras o 
estrangulamiento, mientras que 16 por ciento fueron asesinadas por arma de fuego.

16 onu Mujeres/Secretaría de Gobernación/Instituto Nacional de las Mujeres, “La violencia feminicida en México, 
aproximaciones y tendencias 1985-2014, Resumen Ejecutivo”, en http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/84740/
La_Vilencia_Feminicida_en_M_xico__aproximaciones_y_tendencias_1985_-2014.pdf.
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años, mientras que el 12.7 por ciento tenía entre 41 y 60 años. Es importante mencionar 
que en el 27.7 por ciento de los casos, la autoridad desconoce la edad de las mujeres 
asesinadas.
•	 El 21.7 por ciento de las mujeres víctimas de feminicidio fueron encontradas en la vía 
pública o en lugares públicos como calles, avenidas, terrenos baldíos, tiraderos de basura, 
hoteles, parques, mientras que el 10 por ciento fueron halladas en una vivienda.
•	 El 20 por ciento de las mujeres víctimas de feminicidio fueron asesinadas por su pare-
ja, algún familiar o persona cercana a la víctima. En el 80 por ciento restante, la autoridad 
desconoce al agresor.

A pesar de este terrible escenario que prevalece en el país, hay algunos signos de 
cambio esperanzadores, no en el campo de la procuración de justicia sino en el judicial. 
En 2013, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el amparo relacionado con 
el caso del homicidio de Mariana Lima Buendía, promovido por su madre, Irinea Buen-
día Cortés en contra de la Procuraduría de Justicia del Estado de México, por las incons-
ciencias en la averiguación previa relativa al delito de homicidio en agravio de su hija. 
La resolución judicial estableció que en los casos de homicidios de mujeres, se debe: 

•	 Identificar las conductas que causaron la muerte de la mujer; 
•	 Verificar la presencia o ausencia de motivos o razones de género que originaron o expli-
can la muerte violenta; 
•	 Preservar las evidencias específicas para determinar si hubo violencia sexual, y
•	 Realizar las pruebas periciales para determinar si la víctima estaba inmersa en un 
contexto de violencia.

El 2 de octubre de 2015 una jueza federal ordenó al Estado de México reparar y 
ofrecer una disculpa pública por la tardanza injustificada en emitir la Declaratoria de 
Alerta de Violencia de Género que prevé la Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia. En el Estado de México solamente se tardaron cuatro años 
en emitir la Alerta, luego de tres negativas. A pesar de ser la entidad con más femini-
cidios registrados en el país la reticencia para echar a andar ese mecanismo fue por 
demás evidente. Ante esta resolución, paradójicamente, la Secretaría de Gobernación, 
que preside el Sistema Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de 
la Violencia contra las Mujeres, presentó un recurso contra dicha sentencia que aún 
está en trámite. La jueza, en este caso, consideró que esa tardanza constituía una gra-
ve violación a los derechos humanos de las mujeres y por ello ordenó la reparación y 
una disculpa pública.

Otro caso es el del estado de Veracruz, donde en los últimos tres meses (de enero 
a abril de 2016), se conoció del asesinato de 33 mujeres con extrema violencia, así 
como la denuncia de 20 mujeres desparecidas en esa entidad.17 Ante esta situación la 

17 Declaraciones periodísticas de la presidenta del Instituto Veracruzano de las Mujeres, de Boca del Río, Veracruz, 
María Josefina Gamboa Torales, periódico Animal Político del 19 de abril de 2016.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/guC9yu

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Se
cc

ió
n 

se
gu

nd
a 

| 
Vo

lu
m

en
 V presidenta del Instituto Veracruzano de las Mujeres (Invermujeres) de Boca del Río, 

Veracruz, solicitó a su homóloga estatal la declaratoria de la Alerta de género, a lo cual 
ésta se negó aduciendo que le correspondía hacerlo a la Secretaría de Gobernación. 
Esta negativa motivó que la justicia federal 18 otorgara un amparo a favor de la direc-
tora de Invermujeres de Boca del Río, dejando sin efecto la negativa del Instituto Ve-
racruzano de las Mujeres de iniciar la Alerta de género. Así, se reconoció la gravedad 
del problema de la violencia contra las mujeres en esa entidad federativa. Sin embargo, 
esta resolución fue recurrida por autoridades estatales, por lo que a la fecha todavía no 
se expide la requerida Alerta de Género.

Éste es el sombrío panorama que enfrentan las mujeres mexicanas en la búsqueda 
de una justicia que lamentablemente se les sigue escatimando, pero afortunadamente 
el Poder Judicial federal con este tipo de resoluciones está abriendo un pequeño res-
quicio de esperanza para las víctimas y sus familiares.

18 Véase Amparo en Revisión número 363/2015, materia: administrativa, recurrente: Instituto Veracruzano de las 
Mujeres.
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